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Durante el año 2016, el catálogo de programas de bienes y servicios pú­
blicos del estado de Yucatán reportó la existencia de 185 programas ope­
rados por 26 instituclones". Esos programas responden a las demandas
ciudadanas captadas y vertidas en el Plan Estatal de Desarrollo 2012-
2018 (PED), cuyo objetivo máximo es "construir un estado de bienestar"
con base en: "alternativas de crecimiento sostenibles en el mediano y
largo plazos, para lograr un impacto positivo sobre el ingreso y la calidad
del empleo, con el enfoque en la igualdad de oportunidades y formación
educativa integral, en un territorio con servicios sustentables, donde se
conserve la paz y tranquilidad que lo caracteriza" (PED, 2013: 38).

Ante este compromiso gubernamental de impulsar el cambio en las
condiciones de vida de las personas más necesitadas, y de asegurar la
continuidad en la calidad de bienes y servicios que recibe su población,
surgen las siguientes preguntas: ¿se están construyendo sujetos con ca­
pacidad de agencia?, o ¿se están paliando sus necesidades prácticas?
mediante la implementación de las acciones específicas.

En este documento reflexionamos con base en esas preguntas, para
mostrar las complejidades que encaran la relación entre las instituciones
y las realidades socioculturales intervenidas mediante programas. Parti­
cularmente, nos centraremos en algunos compromisos sociales de la
agenda estatal que desde sus propios supuestos considera la perspecti­
va de género.

Instituciones, sus objetivos ya/canees

Una primera reflexión, apunta al tipo de programa, al objetivo que
persigue y su inserción en el plan estatal de desarrollo. Algunas institu­
ciones tienen la misión, importante y necesaria, de atender demandas
concretas de la población. Este es el caso de la Consejería Jurídica, que
reporta los mismos tres programas de bienes y servicios para los años

'prof-Investigadora de tiempocompleto en el Centro Peninsular en Humanidadesy en Ciencias Sociales
(CEPHCIS) UNAM.
'Becaría posdoctoral del Programa BecasPosdoctorales en la UNAM. CEPHCIS. UNAM.
V El Catálogo de programas de bienes y servicios públicos 2016: l:!1ill://www.yu(at~..!:bgob.rn1<Lcitldª9il....!.QL
ru:ggramas.pl}Q [Consultadael 11 de marzo 2017].
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2015 Y 2016; éstos buscan dar respuesta inmediata
a situaciones relacionadas con la falta de documen­
tos de identidad que a su vez coadyuven a facilitar
otros procesos individuales y colectivos.

En el análisis de la relación entre instituciones y
población, es necesaria la diferenciación entre
aquellas dependencias estatales cuyos programas
tengan alcances objetivos a largo plazo y los que
respondan a la solución de problemas concretos. La
incidencia social inicia con la atención a esas nece­
sidades prácticas, inmediatas y apremiantes, que
podrían abonar a una eventual repercusión en si­
tuaciones de mayor complejidad.

Otras instituciones como Servicios de Salud de
Yucatán (SSY), la Secretaría de Desarrollo Social
(SEDESOL) y el Sistema Nacional para el Desarrollo
Integral de la Familia (DIF), destacan por el número
de programas de bienes y servicios públicos que
operan. La primera tiene adjudicados 39, la segun­
da 17 y la tercera 14. Estas instituciones pueden ser
consideradas las más sobresalientes del catálogo
citado por la cantidad de programas contraídos y
por los compromisos que les suponen. Desde luego,
también hay otras instituciones con una clara res­
ponsabilidad social como la Secretaría de Desarro­
llo Rural (SEDER), el Instituto para el Desarrollo de
la Cultura Maya (INDEMAYA), y el Instituto para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres en Yucatán
(IPIEMH); para esta segunda reflexión únicamente
nos referiremos a las primeras tres.

Un primer reto institucional es mantener la vi­
gencia de cada uno de sus programas, o de ser ne­
cesario, adecuarlos a las nuevas necesidades co­
yunturales de la población. Del 2015 al 2016, la SE­
DESOL dejó de operar tres programas y SSY dos,
únicamente el DIF mantuvo sus 14 programas", mo­
dificando en un solo caso el nombre. Mantener a
sus programas implica que éstos se encuentren ge­
nerando su cometido, que respondan a las deman­
das de la población y que sus metas sean medibles
en términos de eficacia; una lectura ingenua indica­
ría que si un programa desaparece es porque erra-

dicó la problemática que aborda, y es claro que en
el estado se está muy lejos de erradicar la pobreza.
El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social (CONEVAL) reportó que para el
año 2012, es decir, al inicio de la administración
gubernamental actual, la entidad se encontraba en
el lugar número 13 en porcentaje de población en
pobreza del total que conforma las entidades fede­
rativas del país (CONEVAL, 2013: 15). Lo que es gra­
ve si consideramos la gran riqueza que el estado
tiene y genera.

Uno de los programas federales que ha definido
a la política mexicana en este rubro, las últimas dé­
cadas, es Prospera, antes conocido con los nombres
de Oportunidades y Progresa. Desde su creación y
gestión posterior, se ha tratado de un programa
que busca incidir en las condiciones de vida de la
población, tratando de incorporar varios ejes simul­
táneos como educación, salud y alimentación, vol­
viéndose un modelo para otros países latinoameri­
canos y del mundo (Hevia, 2009). Prospera, ha con­
tinuado en algunos puntos con la agenda social tra­
zada por Oportunidades, y ha enfatizado su com­
promiso con el empoderamiento femenino como
uno de sus ejes rectores, de tal forma que dicho
empoderamiento de las mujeres se focalice con ba­
se en "opciones para trabajar o para que inicien sus
propios proyectos y tengan acceso a esquemas es­
peciales y favorables de ahorro, seguros y créditos
baratos:", Este objetivo es de largo alcance e impli­
ca una suma de esfuerzos para alcanzarlo, pero so­
bre todo, requiere de una nueva visión en donde se
integre verdaderamente una noción de equidad e
igualdad en la misma dinámica del Programa. Esto
nos lleva a una tercera reflexión.

La eficacia de las acciones institucionales
La eficacia de un programa depende de varios

factores entre los que destacan sus recursos dispo­
nibles, humanos y presupuestales, y sobre todo,
apostar a la participación de los ciudadanos en sus
propios contextos donde se operativicen. Aquí co­
bran sentido las inquietudes de un empleado del

'En el Catálogo referido, se hacemención al Programade Atención a la Infancia y la Familiaoperado por el DIF, sin embargo, nuestros acercamientos con la institu­
ción han esclarecido que éste no es un programa, sino más bien una dirección, la Dirección de Atención a la Infancia y la Familia (DAIF). Esta diferencia semántica
omite la complejidad operativa y de estructura que implica una dirección comparada con un programa. El DAIFes una de las dos subdirecciones del DIF estatal y
opera aproximadamente a 10 programas,algunos ya consolidados y otros de recién apertura.
slnformación obtenida en la página: http:Uwww.gob.mx/presidencia/acciones-y-programas/prospera-programa-de-inclusion-socíal[consultada el 14 de marzo
2017).
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DIF que nos señaló ¿cómo atender a los 106 muni­
cipios del estado con 22 empleados de la dirección
donde se adscribe? y ¿cómo lidiar con ajustes pre­
supuestales que impiden el traslado de los emplea­
dos a sus contextos de intervención? Una de las
estrategias para atenuar estas situaciones, es la
creación de sinergias con los ayuntamientos, bus­
cando capacitar a personas de cada municipio para
que sean ellas quienes funcionen como promoto­
res, llamados también brokers, o intermediarios
entre el Estado y la población. Sin embargo, esta
vinculación conlleva a ponderar algunos retos que
retomaremos en el último apartado de este docu­
mento.

La cuarta y última reflexión guarda relación con
las responsabilidades compartidas que deben exis­
tir entre las instituciones y la población a quien diri­
ge sus programas. Este punto es crucial porque la
formación de sujetos con agencia no puede hacerse
como una imposición ni tampoco como un deber
que le corresponda sólo al gobierno. Todo esfuerzo
unidireccional está condenado al fracaso si del lado
de la población intervenida no existe siquiera la es­
peranza de transformar su contexto de vida debido
a que su realidad siempre ha sido desde la margina­
ción y exclusión social. Esto debe plantear un desa­
fío si de verdad se desea transformar esas realida­
des sociales. Por un lado, abrir el diálogo directo
entre pobladores y hacedores de políticas públicas
pero también comprometiendo a la población en la
toma de decisiones, esto con el fin de romper diná­
micas paterna listas que van en detrimento de un
crecimiento humano y de responsabilidades frente
a la realidad que se construye.

Qué hacer ante la complejidad...

Para que haya un impacto de los programas ins­
titucionales en la vida de las personas, es funda­
mental la vinculación con las municipalidades,que
éstas asuman el compromiso político correspon­
diente. La construcción de esta sinergia debe ser
prioritaria, uno de los primeros pasos para poner
en marcha los programas desarrollistas y asegurar­
les cierto éxito.

La relación entre ambas entidades, institución y
municipio, debe garantizar que la selección de los
promotores responda a ese compromiso político

señalado, que sean personas comprometidas con
los procesos de cambio y puedan ser quienes lo im­
pulsen a través de su mediación entre el Estado y la
población. La cuestión a debatir en este punto es la
formación de los promotores, específicamente el
tipo de capacitación que se les ofrece, si ésta es su­
ficiente como para provocar cambios profundos en
los sistemas de pensamiento de hombres y mujeres
intervenidos. Por ejemplo, el mismo empleado del
DIF cuyas inquietudes hemos señalado, enfatizó
que la capacitación que desde su institución les dan
a los promotores, versa en temáticas que apuntalan
a la prevención de riesgos psicosociales en las co­
munidades, y aclara que no necesariamente hay un
seguimiento a los efectos de esas capacitaciones. El
hecho de continuar capacitando sin tener una me­
dición adecuada del impacto y de las transforma­
ciones que se pretenden, no tiene sentido, simple­
mente es un derroche de esfuerzos y recursos eco­
nómicos que se pierden.

Consideramos que las pláticas sobre inclusión
familiar, violencia, embarazos tempranos, acoso
escolar, adicciones, entre otras, difícilmente podrán
trascender e impactar a la población si no se gene­
ran estrategias de mayor alcance en donde las mu­
jeres por ejemplo, también puedan potenciar sus
capacidades y no sólo sus debilidades, se debe po­
ner límites a situaciones que les afectan y mancillan
sus derechos y que al final se convierten en males­
tares y enfermedades que tarde o temprano habrá
que enfrentar sin que además tengan siquiera los
recursos necesarios para hacerlo, aun así, enfren­
tan sus realidades a costa de sí mismas". De igual
manera, para los hombres, mientras no se les expli-
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que que su rol no tiene que ver únicamente con la
de proveedor y que el ejercicio de poder desde la
violencia y el consumo de alcohol y demás adiccio­
nes daña su persona ya sus propios contextos, difí­
cilmente podremos avanzar. Se trata por lo tanto,
de construir nuevos pactos, modelos y esquemas
anclados a representaciones sociales que vayan en
el sentido del bienestar social y por lo tanto en el
reconocimiento de sus propios derechos. La com­
plejidad de un mundo globalizado cada día implica
nuevas dimensiones de reflexión y comportamiento
social. Construir
un mundo centra­
do en la igualdad y
equidad, es un re­
to para todos, ciu­
dadanos, organiza­
ciones sociales,
academia y hace­
dores de políticas
públicas.

Ante este pano­
rama, recomenda­
mos iniciar por
generar una estra­
tegia que en pri­
mer lugar, reduzca el número de pláticas que satu­
ran, principalmente a las mujeres,', y crear vínculos
interinstitucionales para delinear estrategias que.
reporten resultados factibles a largo plazo, en esa
búsqueda del "estado de bienestar". Otra conside­
ración que habría que poner en debate es quién
capacita a los promotores y cómo se validan sus
conocimientos, ¿es la adscripción institucional per
se la que acredita las capacidades? O se requiere de
una formación adecuada, de una toma de concien­
cia y de comprender. lo que significa trabajar desde
una perspectiva de género en lo concreto, no se
trata de un discurso políticamente correcto, se trata
de que avancemos todos y todas hacia el camino
de la equidad, igualdad, fraternidad y respeto.

Cuando se piensa en una transformación social,

se da por hecho que del lado de la población involu­
crada ha existido un ejercicio de toma de conciencia
que implique cuestionar la anomalía en sus condi­
ciones de vida. Si no hay un consenso comunitario
que avale ese pensamiento ni la conciencia de que
se requiere un cambio urgente hacia el bienestar,
en sus términos más amplios, la intervención está
condenada al fracaso. Por ejemplo, ante la naturali­
zación de problemáticas como los embarazos tem­
pranos o la violencia, resultan de poca utilidad las
pláticas de prevención cuando todo el contexto so­

cial indica lo
opuesto. Por
ello nos pare­
ce fundamen­
tal la sinergia
instituciona 1,
que haya un
reparto de
actividades

... hombres, mientras no se les erplique
que su rol no tiene que ver únicamente
con la de proveedor y que el ejercicio de
poder desde la violencia y el consumo de

alcohol y derruís adicciones daña su
persona y a S~ propios contextos,
difícilmente podremos auanxur ..

que lleven a
conocer las
estructuras
que susten­
tan ciertas
problemáti­
cas que da-

ñan y destruyen a la ciudadanía.

Finalmente, es importante crear metodologías
adecuadas, coherentes y claras para proponer pro­
gramas de prevención que respondan a las realida­
des y necesidades de las diversas comunidades en
una cultura". Construir y diseñar instrumentos que
permitan recoger el saber de sentido común de las
personas para considerarlas como agentes también
capaces de pensar Y proponer, no solo en nuevas
estrategias de liberación sino en la aspiración de
llegar a construir de manera conjunta el tan prome­
tido, esperado y deseado Estado de Bienestar.
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